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ODER JUDICIAL DE LA NACIÓN

Juzgado Nro: 74

Sentencia Interlocutoria Nro: 13

Buenos Aires, 19 de noviembre de 1997.

AUTOS: “Doican, Héctor Eduardo

                    c/ SALVIA, Antonio, Rafael

  y otros s/despido"



VISTO: El incidente de levantamiento de embargo sin tercería deducido a fs. 519/522 por Hector Eduardo Tisera con relación inmueble sito en Santa Catalina 1907, así como el levantamiento de embargo sobre las sumas giradas a Sancor Coop. Ltda. solicitado por Transportes Salvia S.A. a fs. 559/560 vta.:

            1) La resolución de la segunda cuestión resulta fundamental para establecer la suerte de la primera. A tal fin corresponde realizar una serie de precisiones:

            Según surge de la sentencia dictada a fs. 255/264, las personas físicas condenadas en autos fueron Antonio, Roberto y Osvaldo Salvia mientras que la persona ideal Sancor Cooperativas Unidas Limitadas fue liberada. Resulta importante destacar el fundamento de esta eximisión de responsabilidad: los Salvia integraban una sociedad de hecho dedicada al transporte de mercadería ajena y en tal carácter mantuvieron una vinculación comercial con “Sancor”, lo que no viabilizaba la condena solidadaria en los términos del artículo 30 de la LCT por no ser la actividad normal y específíca de esta última el transporte. Sin embargo queda plenamente acreditada y consagrada en el decisorio la relación comercial entre la sociedad de hecho y la cooperativa.



Ante el incumplimiento de los Salvia y toda vez que la propiedad que el demandante logra ubicar sita en Cóndor 1458 de esta Ciudad se encontraba gravada con hipoteca, por primera vez se solicita (fs. 278/278vta.)el embargo preventivo de las sumas que los demandados debieran percibir de Sancor, lo que así se proveyera en atención a la relación comercial descripta supra (fs. 279).



A fs. 288 se presenta “Sancor” denunciado que “actualmente nuestra relación comercial es con la firma Transportes Salvia S.A.”, por lo que no adeudarían suma alguna a los señores Antonio, Osvaldo y Roberto Salvia. 



Sin que mediare resolución alguna de la suscripta, la parte actora consideró que esta manifestación desvirtuaba la medida solicitada por lo que decidió intentar una vez más perseguir bienes de los demandados. Así insistió en el embargo del inmueble de Cóndor 1456, propiedad de Osvaldo Oscar Salvia sobre el que pesaba una hipoteca y solicitó la traba sobre el de Santa Catalina 1907 de Antonio Rafael Salvia, que ya registraba un embargo.



Se dejó entonces sin efecto el embargo sobre las sumas de “Sancor” y se lo trabó sobre el inmueble de Santa Catalina (fs. 296vta.), sin lograr que el co-demandado cumpliera con la presentación del título de propiedad por lo que fue sustituido por los inmuebles de Cóndor 1458 de Osvaldo Salvia, Pirovano 377 de Roberto Salvia y Abraham J. Lupi 1458/78 de Antonio Rafael Salvia (fs. 298vta., 306vta.), para finalmente volver a insitir en la primera propiedad (fs. 314 y fs. 315vta.).



Presentándose el martillero en el lugar verificó la presencia del señor Tisera (el futuro tercerista de la causa) y de su hija, manifestando el primero haber comprado el inmueble en el ´81 al señor Salvia sin presentar constancia alguna (fs. 356/357). Una vez dispuesta la subasta y realizados los gastos a tal fin (fs. 378) a un año del dictado de la sentencia definitiva, ambas partes presentan un acuerdo de pago (fs. 380/381), el 26 de diciembre del ´96.



Tiene por revocado el Juzgado el poder que los Salvia otorgaran a sus letrados y antes de resolver las observaciones a las sucesivas impugnaciones, haciendo uso de las facultades conferidas por artículo 558 bis del CPCCN, fijó una audiencia a fin de lograr un avenimiento en la forma de pago toda vez que se llevaban transcurridos cuatro meses desde la celebración del acuerdo (fs. 402).



No sólo los demandados no concurren a dicho acto (fs. 419/419vta.), sino que por primera vez uno de los socios de la sociedad de hecho, Antonio Rafael Salvia (fs. 419/419vta.), presenta un escrito por sí y en nombre de Transporte Salvia S.A. (lo que se reitera a fs. 419/419vta.), manifestación con la que obviamente cree salvada la presencia de Roberto y Osvaldo Salvia, poniendo al descubierto voluntaria y autónomamente que la sociedad irregular se transformó en una anónima. Este extremo se ve corroborado con la respuesta a la intimación cursada por el Juzgado (fs. 438), donde Antonio, Ruben y Osacar Salvia ratifican la presentación efectuada por el “presidente de Transportes S.A.”, de modo tal que todos y cada uno de los demandados admiten la transformación societaria. 



De tal suerte la parte actora insiste en la subasta ampliando la base y peticiona declaración de temeridad (fs. 422/422vta.), disponiéndose llevar a cabo la primera (fs. 424) y decretándose la segunda (fs. 425).



A fs. 434 y consentida la liquidación, se decreta una vez más embargo sobre el inmueble de Santa Catalina 1907. Los antiguos letrados de los Salvia denuncian a fs. 453/453vta. que los mismos decidieron vender otro inmueble (Coronel Roca 2236), el de mayor envergadura económica, con el propósito de insolventarse.



Dispuesto una vez más llevar adelante la subasta, Héctor Eduardo Tisera deduce tercería de dominio (fs. 519/522) solicitando el levantamiento del embargo del inmueble que ocupa con su hija (Santa Catalina, reitero) lo que provocó la suspensión del remate (fs. 523).



Los antiguos letrados de los Salvia (fs. 525/526) hacen mérito de la transformación societaria y del mantenimiento del vínculo comercial entre aquéllos, como integrantes de la SA, y “Sancor”, lo que surgiría del instrumento de fs. 459, de modo que solicitan la retención en esta última firma de sumas destinadas a los Salvia a fin de cobrar sus honorarios. Esta misma medida reclaman la parte (fs. 532/533) y el perito martillero (fs. 537/537vta.).



Esto último se provee a fs. 541 decretándose embargo preventivo sobre cualquier cantidad de dinero que la demandada Transportes Salvia S.A. tenga a percibir de Sancor Coop. Unidas Ltdas.



CONSIDERANDO: Que, hasta aquí el farragoso e imprescindible relato de lo sucedido en autos desde el dictado de la sentencia producido el 26 de diciembre de 1995, el inicio de la ejecución con la presentación de la liquidación el 16 de mayo de 1996 y el acuerdo de pago del 26 de diciembre de 1996. Al tiempo en que se dicta este pronunciamiento han transcurrido prácticamente dos años desde el momento en que recayera sentencia definitiva. Si tenemos en cuenta que las actuaciones fueron iniciadas en febrero del ´93 y reasignadas a este Juzgado para el exclusivo dictado de la sentencia el 29 de noviembre del ´95m el intento de efectivizar  el cobro del crédito lleva consumido tanto tiempo como el que fuera necesario para la producción de prueba.



Esto de por si pone en evidencia la falta de voluntad por parte de los demandados de cumplimentar la orden judicial, máxime cuando –como surge del relato de los considerandos- el Juzgado ha sido tolerante aceptando las marchas y contramarchas en la búsqueda de un bien sobre el que fuera posible realizar el crédito, fijando inclusive una audiencia (no obstante la escasa infraestructura con la que se cuenta) a fin de lograr un acercamiento entre las partes (art. 558 bis del CPCCN) a la que los demandados no concurrienron. 



Los mismos han colocado al actor, a sus antiguos letrados y al martillero, en una encrucijada: por un lado, condenada la sociedad de hecho, sus titulares no dispondrían en la actualidad de bienes a su nombre y el único inmueble con el que se contaba (Santa Catalina 1907, de esta Ciudad) aparece ocupado por un tercero y su hija sosteniendo que le fue vendido por uno de los Salvia; por el otro, transformaron la sociedad en una anónima con que argumentan que se trata de una persona ideal diferente que no fue demandada y mucho menos condenada.



Ciertamente esto se convierte en una maniobra evasiva que puede ser desactivada por dos frentes. El uno, porque es innegable que los tres Salvia son propietarios de aciones en la sociedad anónima y por lo tanto las mismas integran su patrimonio y pueden responder con ellas; el otro, por las previsones del artículo 54 segundo párrafo de la ley 19.550.



Reza el mismo: la actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios constituya un mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros, se imputará directamente a los socios o a los controlantes que la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados. En la especie se dan todas las hipótesis, puesto que la sociedad anónima ha servido hasta ahora para frustrar la efectivización de la condena en violación de la ley, del orden público laboral y obviamente la buena fe de las partes y aun del tribunal lo que implica incursión –una vez más en autos- en una conducta temeraria y maliciosa, no obstante los reiterados intentos de la suscripta por evitar llegar a esta conclusión.



Encuentro de tal suerte plenamente justificado entender que la nueva figura social puede ser alcanzada por la responsabilidad de los socios Antonio, Roberto y Osvaldo Salvia que transformaran la sociedad de hecho en aquélla y continuaran – como ya se señalara- el vínculo habitual con “Sancor”. Ellos mismos lo entendían así, lo que se evidencia con las presentaciones de Antonio Rafael Salvia como presidente de la Sociedad Anónima, en la inteligencia de que actuaba en nombre propio y de sus hermanos, es decir por los condenados en autos de la causa, actitud que abandonan (ver fs. 535) cuando advierten que es posible atacar también a la nueva persona ideal. 



Luego, como bien lo señalaran los antiguos letrados de los Salvia, el propio Antonio Salvia acompaña el instrumento de fs. 459, el que sirve para poner en evidencia que la relación comercial habida entre los Salvia y “Sancor” no se modificó al convertirse aquéllos en una S.A.: ¿por qué otra razón tendrían que ser descontadas las sumas abonadas al perito contador  de autos por parte de “Sancor” a la sociedad anónima si la misma no tiene nada que ver con la antigua sociedad de hecho?.



En resumen: los propios demandados se presentaron bajo la nueva forma societaria  sin solución de continuidad y “Sancor” mantuvo el vínculo de la misma forma, con lo cual resulta innegable que para propios y ajenos estamos ante las mismas personas que fueran condenadas en autos.

En este mismo orden de ideas se encuentra inscripta la reciente jurisprudencia de la cámara al afirmar que “el virtual vaciamiento de la empresa empleadora en favor de otra de idéntica actividad comercial, integrada por miembros de la misma familia, perjudica la posición del actor pues lo priva de la garantía del cobro de sus acreencias provenientes de la relación laboral. El artículo 54 de la ley de Sociedades dispone, en el último párrafo agregado por la ley 22.903: “la actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios... .El vaciamiento fraudulento encubre fines extrasocietarios... ya que, si bien el principal fin de una sociedad comercial es el lucro y esta sociedad lo aseguraba, no caben dudas de que el procedimiento descripto constituye un recurso para viciar la ley,  el orden público laboral y la buena fe en lo términos del artículo 63 de la LCT al tiempo que tiende a frustrar derecos de terceros. De este modo, la norma permite desestimar la personalidad en aquellos casos en que la propia actividad de la sociedad hubiera traspuesto los límites dentro de los cuales resulta aplicable la propia normativa extrasocietaria. La llamada teoría de la penetración o prescindencia de la personalidad constituye un recurso excepcional que debe aplicarse sólo en aquellas situaciones en las que existe la absoluta certeza de que se ha abusado del esquema societario para alcanzar fines contrarios a la ley... Resulta irrelevante, en el caso, que la solicitud se formule en etapa de ejecución: el actor no podría haberlo hecho de otro modo, ya que el vaciamiento fue, juestamente, consecuencia del conocimiento de su reclamo (sub.me pertenece) del fallo recaido in re “Ibelli, Emilio c/ Dam S.R.L. s/ despido”, SD47.537 del 4/11/97. CANAT SALA III (en análogo sentido, del registro de la misma sala, SD73.685, del 11/4/97 in re “Delgadillo Linares, Adela c/ Shatell S.A. y otros s/despido”).


De tal suerte, corresponde llevar adelante la ejecución en virtud de los embargos decretados a fs. 541 como consecuencia de lo peticionado por el martillero actuante y de fs. 545 a raíz de lo peticionado por la parte actora, teniéndose por desistida del embargo al inmueble de Santa Catalina 1907, convirtiéndose ambos en definitivos y decretándose el solicitado a fs. 563 por los ex-letrados de la demandada (Mirta Sanchez y Ezio Osvaldo Emiliozzi) por la suma de $2.980 en concepto de honorarios regulados con más la de $597 presupuestada para responder por los intereses y costas, sobre cualquier cantidad de dinero que la demandada Transportes Salvia S.A. tenga a percibir de Sancor Cooperativas Unidas Limitadas, para lo cual deberá librarse el correspondiente oficio, declarando maliciosa y temeraria la conducta asumida por los demandados condenándolos al pago de una multa de $3000 en favor de los antiguos letrados de la parte y del actor, la que deberá ser depositada en autos dentro del tercero dia de notificados y bajo apercibimiento de ejecución (art. 47, 551, 594 y ccs del CPCCN y 275 de la LCT).


Atento al desistimiento de la parte actora (fs. 547) sobre el embargo del inmueble de Santa Catalina 1907, tórnase abstracto resolver el levantamiento solicitado por el ocupante del mismo a fs. 519/522.


En atención a los resuelto  los depósitos glosados a fs. 552 y 558 como consecuencia de los embargos oportunamente trabados por el martillero actuante y la parte actora, líbrese giro a favor del primero por la suma de $4308,90 imputables $2808,90 a gastos y $1500 a honorarios y para el actor Eduardo Doican por la suma de $25.650 en concepto de capital no imponible.


Asimismo, de la liquidación practicada por la parte actora a fs. 601, córrase vista a la demandada por el plazo de tres días  bajo apercibimiento de ejecución.


Las costas del incidente quedarán a cargo de la demandada regulándose los honorarios de la representación y patrocinio letrado del actor, de la antigua representación letrada de los demandados, del martillero y de la nueva representación letrada de los vendidos en un 20%, 10%, 7% y 2% respectivamente, de los que resultare regulado por su actuación en el principal (art. 33 LA y 71 CPCCN).


Por lo expuetso, RESUELVO: 1) Declarar que la Empresa Transportes Salvia S.A. es continuadora de la sociedad de hecho condenada en autos y por lo tanto alcanzada por la condena; 2) Convertir los embargos trabados a fs. 541 y a fs. 545 en definitivos disponiendo llevar adelante la ejecución de los mismos; 3) Decretar el embargo deducido a fs. 563 por la suma de $ 2980 con más la de $597 para responder los intereses y costas sobre cualquier cantidad de dinero que Transportes Salvia S.A. tenga a percibir de Sancor Cooperativas Unidas Limitadas, librándose el pertinente oficio; 4) Declarar la conducta asumida por los demandados maliciosa y temeraria condenándolos al pago de una multa de $3000, 50% en favor de los antiguos letrados de la demandada y 50% en favor de la parte actora, sumas que deberán ser depositadas en autos dentro del tercer día de notificados bajo apercibimiento de ejecución, 5) Tener a la parte actora por desistida del embargo sobre el inmueble  de Santa Catalina 1907, de esta Ciudad; 5) Declarar abstracto el levantamiento de embargo sin tercería deducido a fs. 519/522; 6) Librar giros en favor del martillero actuante por la suma de $ 4308,90 y en favor del actor por la suma de $25.650; 7) Correr vista a la demandada de la liquidación  practicada por la parte actora a fs. 601 por tres días, bajo apercibimiento de ejecución; 8) Imponer las costas y regular los honorarios como se indica en los considerandos.


Regístrese, notifíquese y previa citación fiscal, continúe el trámite.

DIANA CAÑAL

Juez Nacional
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